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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con treinta y nuev~ 

minutos del día dieciséis de octubre de dos mil veintitrés. 

El día treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés, el señor  interpuso 

denuncia contra la señora , Cónsu l de El Salvador en Laredo, Texas, Estados 

Unidos de América (ff. 1 al 4). 

/\1 respecto, este Tribunal hace las siguientes cons ideraciones: 

J. El artículo 80 letra b) del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamenta l -RLEG- establece 

como causa l de improcedencia de Ja denuncia o aviso que "'[e}l hecho objeto de denuncia o aviso no se 

pe1jile como transgresión a los deberes o prohibiciones élicos ", regulados en los artículos 5, 6 y 7 de la 

Ley de Ética Gubernamental -LEG-. 

Por consiguiente, toda conducta u omisión constitutiva de infracción administrativa debe estar 

descrita con claridad en una norma, dado que la potestad sancionadora de la Administración Pública es 

un poder que deriva del ordenamiento jurídico, encontrándose en la ley respectiva la delimitación de su 

ámbito de competencia. 

En consecuencia, la definición inequívoca de la materia ele deber y prohibición es lo que permi te 

·a este Tribunal encajar los hechos planteados a una infracción determ inada. 

U. En la denuncia de ff. 1 al 4, el señor  indicó -en sín tesis- que Ja señora  

 estaría favoreciendo al señor , en el sentido que supuestamente 

habría emitido actos en los que dio fe de la información presentada por este último, en relación con una 

·'denuncia" de divorcio por "paradero desconocido" interpuesta en contra de la prima del denunciante; y, 

que, contrario a ello, la denunciada rechazó una "contrademanda" interpuesta por la aludida familiar, en 

la cual resolvió que no podría recibirla. 

Con relación a el lo, es menester indicar que toda autoridad administrativa está suped itada a una 

serie de principios de rango constitucional, entre los que destaca el principio de legal idad, consagrado en 

el inciso 3° del art ículo 86 de la Constitución . Como consecuencia de ello, la Adm inistrac ión Púb lica sólo 

puede actuar cuando existe una ley formal que la habilite para tal efecto, y dentro de los límites 

establecidos por la misma. 

/\sí, dicho pri ncipio "[ ... ] impone el actuar riguroso de la Administración conforme lo que 

estipule la ley en cuanto a la creación del catálogo predeterminado, claro y preciso de las infracciones 

penales y administrativas. Del mismo devienen dos principios que han adqu irido una clara autonomía en 

esta sede, el de reserva legal y de t ipicidad" (Sentencia del 29-JV-2013, lnc. 18-2008, Sala de lo 

Constituciona l) . Como consecuencia de ello, Ja Administración Pública sólo puede actuar cuando existe 

una ley forma l -emanada de la Asamblea Legis lativa-, que la habi lite para tal efecto, y dentro de Jos 

límites estab lecidos por la misma. 

Por ende, para que Ja denuncia sea procedente ante este Tri bunal es imprescindible que el asunto 

expuesto en la misma sea propio del marco ético establecido en los artículos 5, 6 y 7 de la LEG, por lo 

que al trascender de este límite habrá distintas acciones en otras áreas del ordenamiento juríd ico que ya 

no corresponde conocer a esta autoridad. 

En ese sentido, las conductas atribuidas por el denunciante, referentes a que la señora  

 ·'favorecido" a 1 señor , con actuaciones relac ionadas con un proceso 

de divorcio incoado por éste último en contra de la prima del señor , en los que -en el 



.· 
ejerc ic io de sus funciones- la denunciada habría dado re de información presentada en el consulado que 

preside: y. rechazado una "contradcma nda'', por no ser de su competencia: son circunstancias que por sí 

so las no se enmarcan en posib les transgresiones a los deberes y prohibiciones éticos que establece la LEG 

en los art ículos 5. 6 y 7: por lo que exceden el ámbito de competencia de este Tribunal e inhiben a este 

último pa ra conocer sobre d ichos hechos, de lo contrario se estaría quebrantando el principio de legalidad,­

cl cual rige todas las actuaciones de la Admin istrac ión Pública. 

En consecuenc ia. este ente administrativo no se encuentra facu ltado para revisar los hechos antes 

denunciados. pues de conformidad a lo establecido en el artículo 1 ele la LEG. el procedimiento 

administrativo sanc ionador competencia de este Tribunal, t iene por objeto esencial determi nar la 

existencia de infracc iones a los deberes y prohibiciones éticas reguladas en el la. teniendo potestad 

sancion;idora frente a los responsables ele las contravenc iones cometidas; siendo la fina lidad perseguida 

com batir y errad icar todas aque llas prácticas que atentan contra la debida gestión de los asuntos públicos 

y que const ituyen actos de corrupción den tro de la Admin istración Pública. no así las conductas descritas. 

finalmente. es prec iso acotar que la imposibil idad por pa1ic de este Tribu nal de controlar las 

actuaciones de la denunciada no significa una dcsprotccción de los bienes jurídicos que pudieran verse 

comprometidos sino únicamente que deberán ser otras instanc ias las que. dentro de sus competencias. 

eva lúen y determinen las responsa bil idades que correspondan. pudiendo el denunciante. s i así lo estima 

pert inente. avoca rse a las mismas a fi n de den unciar lo ocurrido. 

De manera que, este Tribuna l se encuentra imped ido de conocer respecto de las conduelas objeto 

de den uncia antes seña ladas. 

Por tanto. en razón de las consideraciones expuestas y con base en los artícu los 1. 5. 6 y 7 de la 

Ley de Ética Gubernamenta l: 80 letra b) de l Reglamento de dicha ley: y, 3 N.º 4 de la Ley de 

Procedimientos Admi nistrativos. este Tribuna l RESUELVE: 

a) Dec!árase improcedente la denuncia prescntnda por el señor . por los 

motivos expuestos en el considerando 11 de la presente resolución. 

b) Tiénese por señalado como medio técnico para recibir notificaciones. por pa1ic del denunciante, 

e l correo electrónico que consta a f. 1 del presente exped iente. 

Not iflquese. 

PRONUNC l/\DO POR LOS MIEMBROS DEL TRIBL{NAL QUE LO SUSCRIBEN 
2 
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La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal 
sentido, conforme al criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020 y lo establecido en el artículo 30 
de la LAIP, se extiende la versión pública:




